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En razón a que la ponencia presentada por el Magistrado a cargo del presente proceso, el Dr. Gonzalo Javier Zambrano Velandia, no alcanzó la mayoría necesaria para su aprobación, se elabora una nueva ponencia y se somete a su aprobación por la Sala Plena.  

Esta sentencia se profiere por la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Antioquia, con fundamento en lo establecido en el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 y en el artículo 136 de la Ley 1437 de 2011, y se emite en el medio de control inmediato de legalidad del Decreto 045 del 7 de abril de 2020, proferido por el alcalde del Municipio de Campamento – Antioquia.
ANTECEDENTES

Mediante Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, el Gobierno Nacional declaró la emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional y, posteriormente, expidió el Decreto Legislativo No. 461 del 22 de marzo del mismo año “Por medio del cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para la reorientación de rentas y la reducción de tarifas de impuestos territoriales, en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 417 de 2020”. Así mismo, se emitió el Decreto 512 del 2 de abril de 2020 “Por medio del cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para realizar movimientos presupuestales en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica”.

Con fundamento en los actos administrativos citados, el alcalde municipal de Campamento – Antioquia, expidió el Decreto 045 del 7 de abril de 2020 “POR MEDIO DEL CUAL SE REALIZAN UNOS TRASLADOS PRESUPUESTALES EN EL PRESUPUESTO DE RENTAS, RECURSOS DE CAPITAL Y GASTOS PARA LA VIGENCIA FISCAL DEL AÑO 2020”.

ACTO SOMETIDO A CONTROL

Se radicó para ejercer control inmediato de legalidad, el siguiente acto administrativo:

“DECRETO No. 045
(07 de abril de 2020)

"POR MEDIO DEL CUAL SE REALIZAN UNOS TRASLADOS PRESUPUESTALES EN EL PRESUPUESTO DE RENTAS, RECURSOS DE CAPITAL Y GASTOS PARA LA VIGENCIA FISCAL DEL AÑO 2020"

EL ALCALDE DEL MUNICIPIO DE CAMPAMENTO, ANTIOQUIA, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las consagradas en los artículos 209 y 315 de la Constitución Política de Colombia, artículos 79 y siguientes del Decreto 111 de 1996, artículo 91 de la Ley 136 de 1994, Decretos Legislativos 461 y 512 de 2020 y el Acuerdo Municipal 001 del 28 de febrero de 2020, y 

CONSIDERANDO

Que el artículo 209 de la Constitución Política ordena que la función administrativa debe estar al servicio de los intereses generales y que se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, delegación y desconcentración de funciones.
Que el artículo 305, numeral 2, de la Carta Política, señala que es atribución del Alcalde dirigir y coordinar la acción administrativa en el Municipio y actuar en su nombre como gestor y promotor del desarrollo integral de su territorio.
Que la Constitución Política en su artículo 315, numeral 9, señala que es competencia del Alcalde ordenar los gastos municipales de acuerdo con el plan de inversión y el presupuesto.
Que el Estatuto orgánico del presupuesto, Decreto 111 de 1996, en sus artículos 79 y siguientes se trazan normas generales para adicionar y trasladar el presupuesto.
Que el artículo 91 de la Ley 136 de 1994 establece como función del Alcalde ordenar los gastos y celebrar los contratos y convenios municipales de acuerdo con el plan de  desarrollo económico, social y con el presupuesto, observando las normas jurídicas aplicables.
Que el Honorable Concejo de Campamento mediante el Acuerdo 001 del 28 de febrero de 2020, autorizó al señor Alcalde, de manera pro témpore por el término de tres (03) meses desde el 01 de marzo hasta el 31 de mayo de 2020, para realizar modificaciones al presupuesto de ingresos, rentas de capital y gastos de la presente vigencia fiscal, como agilizar y dinamizar los procesos de adición, reducción, traslados y creación de rubros presupuestales que se requieren para desarrollar proyectos y acciones basados en las necesidades contractuales de interés comunitario, así como la garantía del funcionamiento de la actual vigencia fiscal.
Que la Organización Mundial de la Salud declaró la aparición del COVID-19 como una Pandemia y a la fecha en Colombia se han presentado 1.579 casos confirmados, así como 46 decesos a causa del virus.
Que mediante la Resolución 385 de 2020, el Ministerio de Salud y protección Social declaró la emergencia sanitaria en el territorio nacional por causa del COVID-19.
Que el Departamento de Antioquia con el Decreto 2020070000967 se declaró en Emergencia Sanitaria en Salud, con el ánimo de atender eficazmente los procesos de contención del COVID-19.
Que el Departamento de Antioquia con el Decreto 2020070000984 del 13 de marzo de 2020 se decretó la Calamidad Pública en el territorio del Departamento.
Que el Gobierno Nacional declaró la Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020.
Que el Departamento de Antioquia mediante el Decreto 2020070001050 del 25 de marzo de 2020 declaró la urgencia Manifiesta con ocasión del estado de emergencia económica, social y ecológica derivada de la pandemia del COVID-19.
Que la contingencia por COVID-19 y en especial el aislamiento obligatorio, ocasionan graves riesgos sociales, económicos y de salud pública que el Municipio de Campamento debe atender, para lo cual requiere realizar modificaciones presupuestales, incluso sobre recursos de destinación específica.
Que mediante el Decreto legislativo 461 del 22 de marzo de 2020, el Gobierno Nacional facultó a los alcaldes para reorientar las rentas de destinación específica, con el fin de llevar a cabo las acciones necesarias para hacer frente a la contingencia por COVID-19, como causa que motivó la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.
Que por lo anterior el Municipio de Campamento, mediante Decreto 044 de 2020, reorientó recursos para atender las necesidades relacionadas con la contingencia.
Que mediante el Decreto Legislativo 512 del 02 de abril de 2020, se facultó a los alcaldes para hacer las modificaciones presupuestales necesarias para atender la contingencia mediante decreto.
Que el Director Financiero de Campamento certificó la existencia de saldos suficientes en los rubros que se van a contra-acreditar a fecha del 06 de abril de 2020.
En mérito de lo expuesto, el Alcalde del Municipio de Campamento Antioquia,

DECRETA

ARTÍCULO PRIMERO: Realizar los siguientes traslados en el presupuesto de gastos del Municipio de Campamento para vigencia 2020:

	RUBRO
	DESCRIPCIÓN
	CONTRA ACREDITA
	ACREDITA

	271020201
	SEGURIDAD SOCIAL GESTOR CULTURAL
	19.250.000.00
	0.00

	271020304
	COMPRA EQUIPOS DE COMUNICACIÓN MONTAJE Y OPERACIÓN REDES DE INTELIGENCIA
	19.620.000.00
	0.00

	271011406
	ADQUISICIÓN DE INSUMOS, SUMINISTROS Y DOTACIÓN (REORIENTACIÓN DE RECURSOS)
	0.00
	19.250.000.00

	271010802
	PROGRAMAS Y PROYECTOS HUERATAS CASERAS (REORIENTACIÓN DE RECURSOS)
	0.00
	19.620.000.00

	271010201201
	GESTIÓN DEL RIESGO EN ENFERMEDADES EMERGENTES, REEMERGENTES Y DESATENDIDAS
	0.00
	69.250.000.00

	TOTALES
	108.120.000.00
	108.120.000.00



ARTICULO SEGUNDO: El presente Decreto rige a partir de la fecha de su expedición.

Dado en Campamento a los siete (07) días del mes de abril de 2020.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE …”

TRÁMITE DEL CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD

El Alcalde Municipal de Campamento – Antioquia expidió el decreto anterior, el cual, según lo ordenado en el artículo 136 de la Ley 1437 de 2011, fue allegado a este Tribunal para ejercer control inmediato de legalidad y, mediante auto del 4 de mayo de 2020, el Magistrado sustanciador lo admitió para su estudio.

En dicha providencia, se ordenó la fijación de un aviso por diez (10) días en la página web de esta Corporación con el fin de que cualquier ciudadano pudiera intervenir por escrito para defender o atacar la legalidad del decreto bajo estudio y, además, se dispuso que una vez vencido dicho término, se diera traslado a la Representante del Ministerio Público, quien  allegó Concepto No. 66 en relación con el decreto bajo estudio.

INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

Luego de examinar el acto sometido a estudio, consideró la Delegada del Ministerio Público que el Decreto 045 del 7 de abril de 2020, no se ajustó a derecho, por las siguientes razones:

Dijo que el Alcalde Municipal de Campamento expidió dicho acto administrativo apoyado en las facultades conferidas en el artículo 1º del Decreto 461 de 2020 y en el Decreto 512 del mismo año, pero que de conformidad con el parágrafo 2º del artículo 1 del primer decreto citado, existe una limitación que consiste en que la facultad temporal para reorientar las rentas de destinación específica no incluye a aquellas que por la Constitución Política así fueron establecidas y, en tal sentido, considera que se debía establecer cuáles son las propias del municipio y cuáles las impuestas por la Carta Política.

Explicó que al revisar el contenido del Decreto 045 de 2020 expedido por el alcalde municipal de Campamento, encontró que dicha entidad disminuye el monto de la apropiación de seguridad social gestor cultural y de compra de comunicación, montaje y operación de redes de inteligencia y los ubica en adquisición de insumos, suministros y dotación, programas y proyectos de huertas caseras y gestión del riesgo en enfermedades emergentes, reemergentes y desatendidas.

Luego indicó que, de su sola denominación, no es posible determinar si dichos fondos están financiados o provienen de rentas de destinación específica, según lo dispuesto en la Constitución (artículos 359, 336 inciso 4º, 356 incisos 1º y 2º y 361), en la ley, en una ordenanza o en un acuerdo municipal, pues en parte alguna de la motivación del acto fue explicado, así como tampoco fue aclarada tal situación en los antecedentes administrativos que sustentan dicho acto.

Concluyó que: 

“(…) no se demostró que los recursos objeto de traslado estuvieran afectos a un rubro de destinación específica y en esa medida, tampoco su íntegra adecuación al Decreto legislativo 461 del 22 de marzo de 2020, que constituye la fuente directa de dicha decisión.

Si bien en la parte motiva, se indica que el alcalde se encuentra autorizado por el Acuerdo No. 01 del 28 de febrero de 2020 para realizar modificaciones presupuestales, también lo es que el mismo no fue aportado a efectos de verificar dicha facultad, recordando aquí la regla probatoria según la cual, de las normas locales debe allegarse prueba al expediente (art. 167 CPACA), sin que, previa consulta por esta Agencia en su página web oficial sobre el acto administrativo aprobatorio del presupuesto y/o COMFIS, se obtuvieran resultados positivos”[footnoteRef:1]. [1:  Página 25 del concepto] 


CONSIDERACIONES

Competencia

De conformidad con lo establecido en los artículos 136 y 151 numeral 14 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Antioquia es competente para proferir sentencia de única instancia en el medio de control inmediato de legalidad del Decreto 045 del 7 de abril de 2020 expedido por el alcalde municipal de Campamento – Antioquia.

Problema jurídico

La Sala Plena del Tribunal Administrativo de Antioquia debe determinar si el Decreto 045 del 7 de abril de 2020 expedido por el alcalde municipal de Campamento – Antioquia, se encuentra ajustado a derecho o si, en caso de encontrarse que no fue expedido con el respeto integral de las normas en las cuales debería fundarse, debe declararse su nulidad total o parcial. 

Del estado de emergencia económica, social y ecológica 

En el Capítulo 6 del Título VII, artículos 212 a 215 de la Constitución Política, se establecieron tres estados de excepción, así: el estado de guerra exterior, el estado de conmoción interior y el estado de emergencia económica, social y ecológica. 
El artículo 215, regula el estado de emergencia económica, social y ecológica en los siguientes términos: 
“ARTÍCULO 215. Cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos en los artículos 212 y 213 que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública, podrá el Presidente, con la firma de todos los ministros, declarar el estado de emergencia por períodos hasta de treinta días en cada caso, que sumados no podrán exceder de noventa días en el año calendario.
Mediante tal declaración, que deberá ser motivada, podrá el Presidente, con la firma de todos los ministros, dictar decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos.
Estos decretos deberán referirse a materias que tengan relación directa y específica con el estado de emergencia, y podrán, en forma transitoria, establecer nuevos tributos o modificar los existentes. En estos últimos casos, las medidas dejarán de regir al término de la siguiente vigencia fiscal, salvo que el Congreso, durante el año siguiente, les otorgue carácter permanente.
El Gobierno, en el decreto que declare el estado de emergencia, señalará el término dentro del cual va a hacer uso de las facultades extraordinarias a que se refiere este artículo, y convocará al Congreso, si este no se hallare reunido, para los diez días siguientes al vencimiento de dicho término.
El Congreso examinará hasta por un lapso de treinta días, prorrogable por acuerdo de las dos cámaras, el informe motivado que le presente el gobierno sobre las causas que determinaron el estado de emergencia y las medidas adoptadas, y se pronunciará expresamente sobre la conveniencia y oportunidad de las mismas.
El Congreso, durante el año siguiente a la declaratoria de la emergencia, podrá derogar, modificar o adicionar los decretos a que se refiere este artículo, en aquellas materias que ordinariamente son de iniciativa del gobierno. En relación con aquéllas que son de iniciativa de sus miembros, el Congreso podrá ejercer dichas atribuciones en todo tiempo.
El Congreso, si no fuere convocado, se reunirá por derecho propio, en las condiciones y para los efectos previstos en este artículo.
El Presidente de la República y los ministros serán responsables cuando declaren el estado de emergencia sin haberse presentado alguna de las circunstancias previstas en el inciso primero, y lo serán también por cualquier abuso cometido en el ejercicio de las facultades que la Constitución otorga al Gobierno durante la emergencia.
El Gobierno no podrá desmejorar los derechos sociales de los trabajadores mediante los decretos contemplados en este artículo.
PARÁGRAFO. El Gobierno enviará a la Corte Constitucional al día siguiente de su expedición los decretos legislativos que dicte en uso de las facultades a que se refiere este artículo, para que aquélla decida sobre su constitucionalidad. Si el gobierno no cumpliere con el deber de enviarlos, la Corte Constitucional aprehenderá de oficio y en forma inmediata su conocimiento”.

Ahora, sobre las características que debe reunir el decreto que declara la emergencia económica, social y ecológica para que supere el juicio de exequibilidad, la Corte Constitucional en la Sentencia C-254 de 2009, señaló lo siguiente: 

“En cuanto al decreto que declara ese estado de excepción, la Corte debe verificar que satisfaga las siguientes exigencias formales: (i) que tenga una parte considerativa donde se expongan los motivos que determinan la declaración del estado de excepción; (ii) que  lleve la firma del Presidente y de todos sus Ministros; (iii) que fije el límite temporal de la vigencia del estado de excepción; (iv) que indique el lapso durante el cual se hará uso de las facultades extraordinarias; (v) que determine el ámbito territorial que comprende esa declaratoria.
 Por lo que atañe a los requisitos materiales, la evaluación consiste en establecer si realmente existió una perturbación o amenaza de perturbación grave e inminente del orden económico, social o ecológico o una calamidad pública, que no pueda conjurarse mediante el uso de las atribuciones ordinarias de las autoridades, lo que para la jurisprudencia comprende la realización de tres juicios distintos: el fáctico, el valorativo y el de suficiencia.         
 El juicio sobre el presupuesto fáctico es de naturaleza objetiva y consiste en verificar si los hechos invocados tuvieron ocurrencia; en caso afirmativo, el juicio objetivo de existencia se resolverá de manera positiva y, en consecuencia, la declaratoria del estado de emergencia es legítima; en caso contrario, esa comprobación será negativa y la declaratoria será de inconstitucionalidad por ausencia de este primer presupuesto.
 También debe determinar esta Corte si esos hechos son sobrevinientes, es decir, si tienen carácter anormal y excepcional. La jurisprudencia ha señalado que el hecho sobreviniente no puede ser de cualquier naturaleza, sino extraordinario, como lo establece el artículo 2° de la Ley Estatutaria de Estados de Excepción al referirse a “circunstancias extraordinarias”, que no puedan ser atendidas mediante los poderes comunes del Estado.
 Ese juicio también es objetivo y se dirige a verificar si los hechos aparecieron de manera súbita o inopinada, apartándose del ordinario acontecer o si, por el contrario, son crónicos o estructurales, evento en el cual deslegitiman la apelación al estado de excepción, según se expuso anteriormente.
Otro aspecto que debe ser comprobado por la Corte radica en que los hechos invocados sean distintos a los que dan lugar a la declaratoria del estado de guerra exterior o conmoción interior. Sobre el asunto, la jurisprudencia ha manifestado que no es sencillo distinguir entre los hechos causantes de los estados de emergencia y conmoción interior, ya que en este último evento el concepto de “orden público” incluye elementos de índole económica o social.
En lo atinente al juicio valorativo, la labor de la Corte consiste en establecer si en verdad los hechos invocados son de tal gravedad e inminencia, que justifican declarar el estado de excepción. Al respecto se ha precisado que cualquier calamidad pública o perturbación del orden económico, social o ecológico no da lugar a la emergencia, sino sólo aquella situación que por su intensidad e importancia logre trastornar ese orden y no pueda atenderse por vías previamente estatuidas. La atribución de ese calificativo por parte del Presidente no es discrecional, pues debe corresponder, igualmente, a una percepción objetiva.       
 Así mismo, debe corroborar si la perturbación o amenaza de perturbación es inminente, es decir, que no se refiera a un peligro eventual o remoto para los bienes protegidos por el artículo 215 superior, sino que ha de ser un riesgo real y efectivo, que puede materializarse en cualquier momento. Este juicio también es objetivo, pues busca determinar si la percepción y apreciación presidencial de los hechos invocados fue arbitraria o fruto de error manifiesto, lo que supone en este caso que el juez constitucional realice una ponderación o balance.       
 El juicio de suficiencia tiene asidero en los principios de necesidad y proporcionalidad consagrados en la LEEE, y parte de la regla según la cual sólo se puede acudir al estado de emergencia cuando las herramientas jurídicas a disposición de las autoridades, no permiten conjurar la grave calamidad pública o la grave perturbación del orden económico, social y ecológico.
 Así, corresponde al Presidente apreciar la aptitud de las atribuciones ordinarias para superar la crisis, facultad que no es absoluta ni arbitraria pues debe respetar el marco normativo de los estados de excepción, conformado por la Constitución, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia y la Ley Estatutaria de Estados de Excepción.
 La jurisprudencia ha precisado que el análisis sobre la suficiencia de los poderes ordinarios es global y no implica un examen de cada una de las medidas que se anuncien en el decreto declaratorio; consiste en determinar seriamente si desde el ámbito de validez de ese decreto, es posible inferir que la crisis no se supera con el solo ejercicio de las atribuciones ordinarias de policía.       
 Se precisa señalar que para la realización de los anteriores juicios y evaluaciones por parte de la Corte Constitucional, es indispensable que el decreto que declara el estado de excepción contenga una motivación adecuada y suficiente sobre las circunstancias extraordinarias que originaron la declaración, así como de las razones que impelen al Gobierno Nacional a adoptar tal determinación. Así lo exige expresamente el artículo 215 superior, al preceptuar que la declaración del estado de emergencia “deberá ser motivada”.
 

De otra parte, se tiene que con fundamento en el artículo 215 de la Constitución el Presidente de la República expidió el Decreto 417 de 2020 “Por el cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional”, decreto que en la parte resolutiva dispuso: 

“Artículo 1. Declárese el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el término de treinta (30) días calendario, contados a partir de la vigencia de este decreto. 
Artículo 2. El Gobierno nacional, ejercerá las facultades a las cuales se refiere el artículo 215 de la Constitución Política, el artículo 1 del presente decreto y las demás disposiciones que requiera para conjurar la crisis. 
Artículo 3. El Gobierno nacional adoptará mediante decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en la parte considerativa de este decreto, todas aquellas medidas adicionales necesarias para conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos, así mismo dispondrá las operaciones presupuestales necesarias para llevarlas acabo. 
Artículo 4. El Presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación”.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo tercero del Decreto 417 de 2020, las medidas que se anunciaron en la parte considerativa del mismo y todas aquellas adicionales necesarias para conjurar la crisis e impedir la extensión de los efectos, el Gobierno Nacional las adoptaría “mediante decretos legislativos”.

Según Boletín No. 63 del 20 de mayo de 2020, la Corte Constitucional encontró ajustado a la Constitución el citado Decreto 417, al considerar que el Presidente de la República junto a quienes integran el Gobierno Nacional, ejercieron apropiadamente sus facultades dentro del margen razonable de análisis que establece la Constitución, pues “no cabe duda de que las dimensiones de la calamidad pública sanitaria y sus efectos en el orden económico y social son devastadoras, al producir perturbaciones o amenazas en forma grave e inminente que impactan de manera traumática y negativamente en la protección efectiva de los derechos constitucionales de millones de personas”.

Precisamente dentro de los decretos legislativos expedidos por el Presidente de la República, con ocasión de la declaratoria de emergencia económica, social y ecológica, se encuentra el Decreto 461 de 2020 “Por medio del cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para la reorientación de rentas y la reducción de tarifas de impuestos territoriales, en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 417 de 2020”, y el Decreto 512 del 2 de abril de 2020, “Por el cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para realizar movimientos presupuestales, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”.

El primero de los decretos, es decir, el 461 de 2020, dispuso que:

“Artículo 1. Facultad de los gobernadores y alcaldes en materia de rentas de destinación específica. Facúltese a los gobernadores y alcaldes para que reorienten las rentas de destinación específica de sus entidades territoriales con el fin de llevar a cabo las acciones necesarias para hacer frente a las causas que motivaron la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, en el marco de lo dispuesto en el Decreto 417 de 2020. 

En este sentido, para la reorientación de recursos en el marco de la emergencia sanitaria, no será necesaria la autorización de las asambleas departamentales o consejo municipales. 
Facúltese igualmente a los gobernadores y alcaldes para realizar las adiciones, modificaciones, traslados y demás operaciones presupuesta les a que haya lugar, en desarrollo de lo dispuesto en el presente artículo. 

Parágrafo 1. Estos recursos solo pueden reorientarse para atender los gastos en materias de su competencia, que sean necesarios para hacer frente a las causas que motivaron la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, en el marco de lo dispuesto en el Decreto 417 de 2020. 

Parágrafo 2. Las facultades que se establecen en el presente artrculo en ningún caso podrán extenderse a las rentas cuya destinación específica ha sido establecida por la Constitución Política. 

Artículo 2. Facultad de los gobernadores y alcaldes en materia de tarifas de impuestos territoriales. Facúltese a los gobernadores y alcaldes para que puedan reducir las tarifas de los impuestos de sus entidades territoriales. 

Artículo 3. Temporalidad de las facultades. Las facultades otorgadas a los gobernadores y alcaldes en el presente Decreto solo podrán ejercerse durante el término que dure la emergencia sanitaria.

Artículo 4. Vigencia. El Presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

En cuanto a las consideraciones tenidas en cuenta para la expedición del mismo, se indicaron, entre otras, la necesidad de atención y adopción de medidas extraordinarias por parte de los alcaldes municipales para enfrentar las consecuencias adversas económicas generadas por el COVID-19, las limitaciones presupuestales que impiden la asignación eficiente y urgente de los recursos requeridos para ello, la necesidad de modificar algunas destinaciones específicas y los requisitos exigidos para ejecutar los recursos, siendo esta una manera eficaz para tomar medidas que eviten la extensión de los efectos de la emergencia sanitaria creada por la pandemia ocasionada por el COVID-19.

En el Boletín No. 83 del 10 de junio de 2020 y respecto del señalado decreto, la Corte Constitucional señaló lo siguiente:

“En el estudio de la ponencia, a cargo del Magistrado Antonio José Lizarazo Ocampo, la Sala Plena decidió declarar la constitucionalidad condicionada del artículo 1 del Decreto Legislativo 461 de 2020, en el entendido de que la facultad para reorientar rentas de destinación específica no autoriza a gobernadores y alcaldes para modificar las leyes, ordenanzas ni acuerdos de creación o modificación de tales rentas, y solo puede ejercerse mediante la modificación del presupuesto de la actual vigencia fiscal.

(…)

El artículo 3 del Decreto Legislativo fue declarado en su totalidad ajustado a la Constitución, en tanto que el término de duración de la Emergencia Sanitaria para el ejercicio de las facultades resulta razonable y consulta su finalidad. Además, las medidas que se adopten tendrán una vigencia limitada, en materia presupuestal a la actual vigencia fiscal, y en materia de tarifas de los impuestos, máximo hasta la siguiente vigencia fiscal.

En la decisión sobre el Decreto Legislativo 461 del 22 de marzo de 2020, “Por medio del cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para la reorientación de rentas y la reducción de tarifas de impuestos territoriales, en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 417 de 2020”, presentaron salvamento parcial de voto los magistrados Diana Fajardo, Cristina Pardo y Alberto Rojas. La votación fue 6-3.”

De otra parte, con el Decreto Presidencial 512 del 2 de abril 2020, se dispuso:

“Artículo 1. Facultad de los gobernadores y alcaldes en materia presupuestal. Facúltese a los gobernadores y alcaldes para realizar las adiciones, modificaciones, traslados y demás operaciones presupuestales a que haya lugar, únicamente para efectos de atender la ejecución de los recursos que, en el marco de sus competencias, sean necesarios para atender la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020. 

Artículo 2. Temporalidad de las facultades. Las facultades otorgadas a los gobernadores y alcaldes en el presenté Decreto Legislativo solo podrán ejercerse durante el término que dure la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020. 

Artículo 3. Vigencia. El presente Decreto Legislativo rige a partir de su publicación.”

El análisis de constitucionalidad de este decreto, se publicó en el Boletín No. 93 del 18 de junio de 2020, de la Corte Constitucional, según el cual:

“Mientras esté vigente el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, los gobernadores y alcaldes están autorizados para realizar movimientos presupuestales. Así lo decidió la Corte Constitucional al declarar ajustado a la carta política el Decreto Legislativo 512 del 2 de abril de 2020, “Por el cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para realizar movimientos presupuestales, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”.

La Corte encontró que la medida consistente en facultar a gobernadores y alcaldes para realizar adiciones, modificaciones, traslados y demás operaciones presupuestales, guarda relación directa con las causas que motivaron la declaratoria de emergencia generada por el COVID-19.

Para la Sala Plena, la facultad autorizada se refiere a la modificación directa de los presupuestos de la actual vigencia fiscal, sin tener que acudir para ello a las respectivas asambleas y concejos y no comprende la de expedir el presupuesto, pues su ejercicio solo procede respecto del presupuesto correspondiente a la vigencia fiscal de 2020.

Para la Corte Constitucional, tratándose de las modificaciones al presupuesto, es importante señalar que aunque el inciso segundo del artículo 345 de la Constitución establece que no podrá hacerse ningún gasto público que no haya sido decretado por el Congreso, por las asambleas o los concejos, de acuerdo con la misma disposición superior esta regla solo es exigible en tiempos de paz, luego en épocas de anormalidad institucional la modificación del presupuesto podría no requerir la intervención previa del Congreso, las asambleas o los concejos, según lo determine el legislador.

La Sala Plena consideró que, durante la Emergencia Económica, Social y Ecológica, el Presidente de la República, en ejercicio de sus competencias legislativas extraordinarias, puede facultar a los gobernadores y alcaldes para modificar el presupuesto de las entidades territoriales a su cargo, a fin de que las entidades territoriales puedan arbitrar los recursos indispensables para atender la problemática surgida de la crisis que se deba enfrentar y sin que se requiera la previa autorización de las asambleas departamentales o de los concejos distritales o municipales, según sea el caso. Esta medida tiene sustento en los principios de celeridad y eficacia que, conforme el artículo 209 superior, guían el desarrollo de la función administrativa y, además, contribuye a la realización de los fines del Estado, previstos en el artículo 2 de la Constitución.

El estudio del Decreto Legislativo 512 de 2020, con ponencia del Magistrado Antonio José Lizarazo Ocampo, tuvo una votación de 6 a 3. Presentaron salvamento de voto de los Magistrados Diana Fajardo Rivera, Cristina Pardo Schlesinger y Alberto Rojas Ríos.”

Control automático de los actos administrativos que desarrollan decretos legislativos

Los estados de excepción fueron objeto de reglamentación mediante la Ley 137 de 1994, ley de carácter estatutario y que, por esa naturaleza, ya fue objeto de estudio de exequibilidad por parte de la Corte Constitucional en la Sentencia C-179 del 13 de abril de 1994, Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz.
El artículo 20 de la citada Ley 137 de 1994, dispuso lo siguiente: 

[bookmark: 20]“ARTÍCULO 20. CONTROL DE LEGALIDAD. Las medidas de carácter general que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los decretos legislativos durante los Estados de Excepción, tendrán un control inmediato de legalidad, ejercido por la autoridad de lo contencioso administrativo en el lugar donde se expidan si se tratare de entidades territoriales o del Consejo de Estado si emanaren de autoridades nacionales.
Las autoridades competentes que los expidan enviarán los actos administrativos a la jurisdicción contencioso-administrativa indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su expedición”.

De acuerdo con la norma acabada de transcribir, son tres (3) características que deben tener las medidas que adopta la administración para que sean objeto del control inmediato de legalidad, así: (i) debe tratarse de medidas de carácter general; (ii) que se hayan dictado por las autoridades en ejercicio de la función administrativa; y, (iii) que sean desarrollo de los decretos legislativos expedidos en los estados de excepción. 

Sobre la naturaleza del control inmediato de legalidad, el Consejo de Estado en sentencia del 5 de marzo de 2012, Consejero Ponente Dr. HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS, radicado 11001031500020100036900, señaló:

“En oportunidades anteriores, la Sala[footnoteRef:2] ha definido como características del control inmediato de legalidad las siguientes: [2:  Ver, entre muchas otras, sentencias de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del 28 de enero de 2003, exp. 2002-0949-01, M.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; del 7 de octubre de 2003, exp. 2003-0472-01, M.P. Tarcisio Cáceres Toro, del 16 de junio de 2009, exp. 2009-00305-00, y del 9 de diciembre de 2009, exp. 2009-0732-00, M.P. Enrique Gil Botero.  ] 

a) Es un proceso judicial porque el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 otorgó competencia a la jurisdicción de lo contencioso administrativo para examinar la legalidad de los actos administrativos proferidos en ejercicio de la función administrativa que desarrolla los decretos. De ahí que la providencia que decida el control de legalidad tenga las características de una sentencia judicial. 

b) Es automático e inmediato porque tan pronto se expide el acto administrativo general, el Gobierno Nacional debe enviarlo para que se ejerza el control correspondiente. En caso de que el Gobierno no lo envíe dentro de las 48 horas siguientes a la expedición, la autoridad judicial competente debe asumir, de oficio, el control de tal acto. Por lo tanto, ni siquiera es necesario que el acto se haya divulgado.

c) Es autónomo, toda vez que es posible que se controlen los actos administrativos antes de que la Corte Constitucional se pronuncie sobre la constitucionalidad del decreto que declara el estado de excepción y de los decretos legislativos que lo desarrollan.

d) Es integral, por cuanto es un juicio en el que se examina la competencia de la autoridad que expidió el acto, la conexidad del acto con los motivos que dieron lugar a la declaratoria del estado de excepción, la sujeción a las formas y la proporcionalidad de las medidas adoptadas para conjurar la crisis e impedir la extensión de los efectos del estado de excepción. 

En la misma providencia la Corporación hizo la precisión sobre la característica de integral del control inmediato de legalidad, en tanto no supone un control completo y absoluto, pues el análisis que hace la jurisdicción solo queda circunscrito a las normas invocadas en la sentencia con la cual se culmina el procedimiento especial de control de legalidad, es decir, solo hace tránsito a cosa juzgada relativa. 
Además, otro aspecto que tiene que ver con la característica de integralidad es que es compatible con el medio de control de nulidad, siempre y cuando en este se invoquen motivos de nulidad diferentes a los que se analizan en la sentencia del control inmediato de nulidad. 

Respecto de la integralidad en el control inmediato de legalidad, explicó el Consejo de Estado que “Si bien es cierto que el control automático supone un control integral, no puede pretenderse con ello que al ejercer tal control, el juez revise todo el ordenamiento jurídico”[footnoteRef:3], por esa razón, la sentencia que se profiera tiene el carácter de cosa juzgada relativa. [3:  Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 24 de mayo de 2016. Consejero Ponente: Guillermo Vargas Ayala. Radicación No. 11001-03-15-000-2015-02578-00.] 


Sobre este aspecto, en sentencia del 19 de mayo de 2020, al realizar el control inmediato de legalidad de una resolución expedida por el Director General de la Corporación Autónoma Regional de Boyacá – CORPOBOYACÁ, el Consejo de Estado, indicó[footnoteRef:4]:  [4:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sala Especial de Decisión No. 2. M.P. césar Palomino Cortés. Bogotá D.C. Diecinueve (19) de mayo de dos mil veinte (2020). Radicado: 11001-03-15-000-2020-01013-00. ] 


30. De acuerdo con lo anterior, el examen integral del acto objeto de control incluye los aspectos de forma y de fondo de las medidas adoptadas, no solo frente a la norma que las fundamenta, sino de cualquier norma que sea superior; sin embargo, su naturaleza oficiosa, no significa que el estudio deba abarcar todo el universo de posibles quebrantamientos del ordenamiento superior; de allí que la sentencia que decide este control inmediato tiene el carácter de cosa juzgada relativa, porque, en un futuro, frente a las cuestiones que no fueron analizadas, pueden ser objeto de reproche judicial por medio de una demanda de simple nulidad.

Así, independiente del examen de legalidad que se realice por parte de la corporación competente, las situaciones que no hayan sido objeto de debate, se pueden controvertir judicialmente a través de un proceso de nulidad simple, porque el control inmediato de legalidad es compatible con ese medio de control, siempre y cuando en el nuevo proceso se invoquen motivos de nulidad diferentes a los que se analizaron en la sentencia del control inmediato de nulidad. 

Aspectos que se examinan en el control inmediato de legalidad

Los actos administrativos objeto de control inmediato de legalidad, se deben examinar desde dos aspectos:

Formal: referido a la competencia de quien expide el acto administrativo, a los datos mínimos de identificación como su número, referencia expresa a  las facultades ejercidas y al objeto[footnoteRef:5]. [5:  Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 31 de mayo de 2011. Consejero ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación No. 11001-03-15-000-2010-00388-00.] 


Material: que comprende, a su vez, lo siguiente[footnoteRef:6]: [6:  Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 8 de julio de 2014. Consejero ponente: Danilo Rojas Betancourth. Radicación No. 11001-03-15-000-2011-01127-00.] 


- Conexidad: dividida en: (i) la relación entre los hechos o fundamentos de la administración expuestos en el respectivo acto con los motivos de la declaratoria del estado de excepción y, (ii) la verificación de la cadena de validez entre las distintas normas expedidas para resolver la causa y/o neutralizar los efectos generados por la situación de anormalidad. 

En otros términos, se trata de verificar que exista una conexidad o correlación directa del acto administrativo sometido a control inmediato de legalidad con el estado de emergencia declarado, los decretos legislativos y demás normas superiores existentes para conjurar la situación anómala[footnoteRef:7]. [7:  Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 24 de mayo de 2016. Consejero ponente: Guillermo Vargas Ayala. Radicación No. 11001-0315-000-2015-02578-00.] 


- Proporcionalidad, que obliga a la valoración de las medidas excepcionales para verificar su carácter transitorio y para constatar si resultan adecuadas, ajustadas y conformes para obtener los fines perseguidos con su implementación.

En términos de la Corte Constitucional, se “busca que la medida no sólo tenga un fundamento legal, sino que sea aplicada de tal manera que los intereses jurídicos de otras personas o grupos no se vean afectados, o que ello suceda en grado mínimo. De esta forma, la comunidad queda resguardada de los excesos o abusos de poder que podrían provenir del empleo indiscriminado de la facultad legislativa o de la discrecionalidad atribuida a la administración”[footnoteRef:8]. [8:  Corte Constitucional. Sentencia C-403 del 27 de mayo de 2010. Magistrada ponente: María Victoria Calle Correa. ] 


- Necesidad, que se dirige a constatar que las medidas tomadas por fuera de la normalidad constituyan herramientas indispensables para superar la crisis.

Análisis del caso concreto 

El control inmediato de legalidad es un mecanismo cuyo fin es verificar que las decisiones adoptadas en ejercicio de la función administrativa se encuentren de conformidad con la Constitución, la ley y las demás normas en las cuales se deben soportar los actos de la administración. 

Se debe, pues, analizar la existencia de una relación de conexidad entre las medidas adoptadas en el acto objeto de control y los motivos que dieron lugar a la declaratoria del estado de emergencia, así como su conformidad con las normas superiores en las cuales se fundamenta. Ello supone un análisis formal y un análisis material del acto que se juzga por la vía del control inmediato de legalidad. 

Ahora bien, descendiendo al decreto objeto de estudio, el alcalde municipal de Campamento - Antioquia, realizó traslados presupuestales con fundamentado en los siguientes decretos: (i) en el Decreto 417 de 2020, mediante el cual se declaró el estado de emergencia económica social y ecológica; (ii) en el Decreto 461 de 2020 “Por medio del cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para la reorientación de rentas y la reducción de tarifas de impuestos territoriales, en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 417 de 2020”; y, (iii) en el Decreto 512 del 2 de abril de 2020 “Por el cual se autoriza temporalmente a los gobernadores y alcaldes para realizar movimientos presupuestales, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”.

En este caso, para el examen de la legalidad, se debe partir de que, atendiendo al principio de representación política, en tiempos de paz, es decir, en situaciones de normalidad, la aprobación del presupuesto es una función constitucional y legalmente asignada a las corporaciones de elección popular, mediante ley, ordenanza o acuerdo, según el nivel territorial de que se trate, tal como se establece en los artículos 345 y siguientes de la Constitución Política y el Estatuto Orgánico del Presupuesto.

No obstante, los traslados presupuestales que ocupan la atención de la Sala en este caso se fundamentan en el estado de emergencia económica, social y ecológica decretada por el Gobierno Nacional, mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 y posteriormente desarrollada a través de otros decretos. 

Establecido lo anterior, se considera por este Tribunal que se encuentran reunidos los presupuestos requeridos para realizar el control inmediato de legalidad del Decreto 045 del 7 de abril de 2020, expedido por el alcalde municipal de Campamento, pues los traslados presupuestales realizados mediante dicho acto, se hicieron en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los Decretos Legislativos 461 de 22 de marzo de 2020 y 512 del 2 de abril del mismo año.

Advertido la anterior y, como ya se indicó, mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, el Presidente de la República, declaró el estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional, en razón a la emergencia sanitaria generada por la expansión en el territorio nacional del Coronavirus COVID-19 y con el fin de prevenir un crecimiento exponencial del contagio y sus efectos. Y, posteriormente, expidió los Decretos Legislativos 461 del 22 de marzo de 2020 y 512 del 2 de abril del mismo año, con el fin de hacer frente al estado de emergencia, motivado en la necesidad de las entidades territoriales para atender y mitigar los efectos económicos negativos generados por el COVID-19.

También se tiene ya señalado que la Corte Constitucional declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 1° del Decreto 461 de 2020, en el entendido de que la facultad para reorientar rentas de destinación específica, no autoriza a los gobernadores y a los alcaldes para modificar las leyes, las ordenanzas ni los acuerdos y solo puede ejercerse mediante la modificación del presupuesto de la actual vigencia fiscal[footnoteRef:9]. En el mismo sentido, y en cuanto al Decreto 512 del mismo año, la Corte lo declaró ajustado a derecho, pues encontró relación entre su contenido y las causas que motivaron la declaratoria de emergencia generada por el COVID-19, advirtiendo que la facultad contenida en esta norma, se refiere a la modificación directa de los presupuestos de la actual vigencia fiscal y precisó que, aunque el inciso segundo del artículo 345 de la Constitución establece que no podrá hacerse ningún gasto público que no haya sido decretado por el Congreso, por las asambleas o por los concejos, de acuerdo con la misma disposición superior esta regla solo es exigible en tiempos de paz, es decir que, en épocas de anormalidad institucional, la modificación del presupuesto podría no requerir la intervención previa de tales órganos. [9:  Boletín 83 del 10 de junio de 2020] 


Ahora bien, dentro de los antecedentes administrativos aportados por el Municipio de Campamento para el examen de legalidad del Decreto 045 de 2020, se allegó el Acta No. 0005 del 26 de marzo de 2020 y un plan de acción específico (archivo Excel), según el cual, el Consejo Municipal para la Gestión del Riesgo de Desastres del Municipio de Campamento, explicó los motivos que dieron lugar a la expedición del decreto que se examina.  En estos documentos, se expresan las razones por las cuales se requiere disponer de manera pronta de recursos que permitan a la administración de dicha entidad, atender la pandemia causada por el Covid-19, siendo, entre otras, la adquisición de bienes y servicios necesarios relacionados con la salud como lo son brigadas de desinfección y suministros para ello. Así mismo se busca evitar el desabastecimiento del municipio, suministrar ayudas humanitarias para la población más vulnerable, proteger a los operarios recolectores del compactador y reactivar el cuerpo de bomberos, entre otros, todos ello con el fin de atender la multicitada emergencia.

De acuerdo a lo anterior, se tiene que los traslados presupuestales previstos en el Decreto 045 de 2020 del Municipio de Campamento, se corresponden con lo autorizado en el artículo 1° del Decreto legislativo 461 del 22 de marzo de 2020 y en el Decreto 512 del 2 de abril del mismo año y no se observa que las medidas tomadas por el alcalde municipal de dicha entidad, desborden las competencias excepcionales que fueron autorizadas en dichos decretos, pues conforme a lo indicado por la Corte Constitucional, las modificaciones se circunscriben a la actual vigencia fiscal[footnoteRef:10]. Se agrega que las medidas adoptadas no comportan limitaciones a derechos constitucionales de los habitantes del municipio y, por el contrario, guardan proporcionalidad con la gravedad de los hechos que dieron lugar a la declaratoria del estado de excepción decretado por el Gobierno Nacional. [10:  Artículo 1º del Decreto 045 de 2020 – Municipio de Campamento] 


En este orden de ideas, la Sala difiere del concepto presentado por la Delegada del Ministerio Público, pues de acuerdo con el análisis que precede, el Decreto 045 de 2020 expedido por el alcalde municipal de Campamento, se expidió conforme a la competencia que le asiste al representante legal de dicha entidad territorial, hay conexidad entre la medida y las causas que la originaron, reúne los requisitos de proporcionalidad y transitoriedad de las medidas. Además, se ajusta de manera formal y material a las disposiciones que regulan la expedición de estos actos.

No obstante lo anterior y a pesar de las consideraciones esgrimidas, es necesario indicar que, el Decreto 045 de 2020 multicitado, presenta una significativa irregularidad en su expedición, dado que al revisar los rubros objeto de traslado, se consignan dos (2) contra-créditos por valor de $19.250.000 y 19.620.000, para una suma total de $38.870.000, empero se acreditaron rubros por $19.250.000, $19.620.000 y $69.250.000, para un valor total de $108.120.000, lo que evidencia un desbalance entre las partidas objeto de traslado, en tanto se acredita la suma de $69.250.000 en el rubro 271010201201 –GESTIÓN DEL RIESGO EN ENFERMEDADES EMERGENTES, REEMERGENTES Y DESATENDIDAS, pero dicha suma, no se encuentra debidamente contra-acreditada y, por esa razón, se declarará la nulidad parcial del decreto bajo análisis, pero únicamente respecto del traslado presupuestal de dicha partida, conservando la validez de los demás rubros señalados en dicho acto.

En mérito de lo expuesto, EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA – SALA PLENA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

F A L L A

PRIMERO. DECLARAR LA NULIDAD ÚNICAMENTE del traslado presupuestal contenido en el rubro 271010201201 –GESTIÓN DEL RIESGO EN ENFERMEDADES EMERGENTES, REEMERGENTES Y DESATENDIDAS- por valor de $69.250.000.

SEGUNDO:  DECLÁRENSE AJUSTADOS A DERECHO los demás rubros indicados en el Decreto No. 045 de 2020, expedido por el alcalde municipal de Campamento, por las razones expuestas en esta providencia. 

TERCERO: COMUNÍQUESE esta decisión a la alcaldesa del Municipio de Campamento 

Esta providencia se estudió y aprobó en Sala de la fecha, según consta en Acta No.37


NOTIFÍQUESE

Los Magistrados, 
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